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Resumen: El modelo andino de protección ambiental (Ecuador, Bolivia y 
Colombia), que afirma los derechos de la naturaleza y sus entidades, se ha extendido a nivel 
mundial en los últimos años y ha llegado a Europa. La Ley 19/2022, de 30 de septiembre, 
reconoce el Mar Menor y su cuenca como sujeto de derechos, atribuyéndole derechos a la 
existencia y a la restauración. Estos derechos surgen en España mediante una iniciativa 
legislativa popular y la ley supera el control de constitucionalidad del Tribunal Constitucional 
español. En concreto, se trata de la posible puerta de entrada a los derechos de la naturaleza 
y sus entidades en Europa. El autor analiza la introducción del modelo andino a través del 
análisis del texto de la ley que atribuye derechos al Mar Menor y la sentencia STC 142/2024 
del Tribunal Constitucional español y examina la doctrina sobre los derechos de la naturaleza. 
Esta experiencia, combinada con la difusión global del modelo andino, lo convierte en un 
modelo global aplicable en todos los países. Esta entrada podría abrir las puertas a la 
temporada europea de los derechos de la naturaleza y sus entidades. El modelo andino ha 
llegado a la antropomorfización jurídica de la naturaleza a través del proceso conocido como 
etnodesarrollo jurídico. Los valores de la cultura y la tradición de los pueblos indígenas, a 
través de la actividad de los movimientos indígenas, se han incorporado en los debates 
políticos y jurídicos. Estos valores han enriquecido las reflexiones y han dado nueva vida a 
la evolución jurídica, que ha abandonado el antropocentrismo jurídico y ha extendido la 
categoría de sujetos a la naturaleza y ha llevado a la consiguiente atribución de derechos. 
Finalmente, el autor centra su atención en dos cuestiones importantes para el futuro: ¿el 
entodesarrollo jurídico puede generar los mismos efectos que el modelo andino en materia 
ambiental en otros ámbitos y contextos? y ¿puede propiciar una evolución jurídica en otros 
sectores y ámbitos, orientando la mirada del mundo jurídico hacia nuevas perspectivas y 
logrando un éxito global similar? Esta interesante sugerencia, que surge al final del análisis 
realizado, no encuentra respuesta en el presente, pero se escribirá en el futuro, que los juristas 
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observarán y que presumiblemente será el resultado de una mayor conciencia de la fuerza 
que los valores culturales y la tradición de los pueblos pueden ejercer sobre las reflexiones 
políticas y jurídicas. 

Palabras clave: derechos del Mar Menor y su cuenca; modelo andino; antropomorfización 
jurídica; entodesarrollo jurídico. 

 

Abstract: The Andean model of environmental protection (Ecuador, Bolivia, and 
Colombia), which affirms the rights of nature and its natural entities, has spread globally in 
recent years and has reached Europe. Law 19/2022, of September 30, recognizes the Mar 
Menor and its basin as a subject of rights, granting it the right to existence and restoration. 
These rights originated in Spain through a popular legislative initiative, and the law withstood 
the constitutionality review of the Spanish Constitutional Court. Specifically, this represents 
a potential gateway to the rights of nature and its entities in Europe. The author analyses the 
introduction of the Andean model through an examination of the text of the law that grants 
rights to the Mar Menor and the Spanish Constitutional Court’s ruling STC 142/2024, and 
examines the doctrine on the rights of nature. This experience, combined with the global 
dissemination of the Andean model, makes it a global model applicable in all countries. This 
entry could open the door to a new wave of European engagement with the rights of nature 
and its entities. The Andean model has reached the point of the legal anthropomorphization 
of nature through a process known as legal ethnodevelopment. The values of Indigenous 
culture and tradition, through the activities of Indigenous movements, have been 
incorporated into political and legal debates. These values have enriched these reflections 
and given new life to legal evolution, which has abandoned legal anthropocentrism and 
extended the category of subjects to nature, leading to the consequent attribution of rights. 
Finally, the author focuses on two important questions for the future: Can legal 
ethnodevelopment generate the same effects as the Andean model in environmental matters 
in other areas and contexts? And can it foster legal evolution in other sectors and areas, 
orienting the legal world toward new perspectives and achieving similar global success? This 
interesting suggestion, which arises at the end of the analysis and finds no answer at present, 
but will be written about in the future, will be observed by jurists and will presumably be the 
result of a greater awareness of the power that the cultural values and traditions of peoples 
can exert on political and legal reflections. 

Keywords: rights of the Mar Menor and its basin; Andean model; legal 
anthropomorphization; legal ethnodevelopment. 
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El modelo andino de protección ambiental, que afirma los derechos de la naturaleza 

y sus entidades (Ecuador2, Bolivia3 y Colombia4), ha sido objeto de un creciente interés 

mundial en los últimos años. El modelo andino se extendió a lo largo de los años a varios 

países hasta que llamó con fuerza a las puertas europeas. En España, el modelo andino es 

importado por la Ley 19/2022, de 30 de septiembre, que reconoce la personalidad jurídica a 

la laguna del Mar Menor y su cuenca y le atribuye derechos a la existencia y a la restauración. 

El modelo de referencia es el andino, debido a una diferencia entre el reconocimiento 

de la naturaleza en Ecuador, Bolivia y el río Atrato en Colombia como sujetos de derechos, 

frente al modelo neozelandés del río Whanganui como persona jurídica. Existe una diferencia 

de alcance entre el sujeto de derechos y la persona jurídica. La persona jurídica no constituye 

la dilatación de la categoría, como ocurre al insertar un nuevo sujeto no humano en los casos 

de Ecuador, Bolivia y Colombia, sino que es solo una técnica de personificación.  

En Nueva Zelanda, se integra al río Whanganui en una categoría ya presente en el 

ordenamiento jurídico: se trata de la “máscara jurídica”5 como “centro de imputación o de 

referencia de relaciones jurídicas”6 y no de un replanteamiento de la categoría de los sujetos 

para ampliarla hasta incluir en ella a nuevos sujetos no humanos. Francesco Galgano afirma 

que, tras la superación de las teorías decimonónicas, hoy “se dice que “persona jurídica” es 

una imagen del lenguaje figurado, justificada por el hecho de que las normas reguladoras de las 

organizaciones colectivas dan lugar a situaciones análogas (pero solo análogas, no idénticas) a 

aquellas que se verifican ante el surgimiento de un sujeto de derecho”7. 

 
2 Véanse a este propósito: ECUADOR. Constitución de la República del Ecuador. Disponible en: 
https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/private/asambleanacional/filesasambleanacionalna
meuid-20/transparencia-2015/literal-a/a2/Const-Enmienda-2015.pdf. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 
3 Véanse a este propósito: BOLIVIA. Constitución Política del Estado. Disponible en: 
https://www.minedu.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=1525:constitucion-politica-
del-estado&catid=233&Itemid=933. Acceso en: 23 de marzo de 2026; BOLIVIA. Ley de Derechos de la Madre 
Tierra de Bolivia (Ley n.º  071  de  21  de diciembre  de  2010). Disponible en: 
https://www.planificacion.gob.bo/uploads/marco-
legal/Ley%20N%C2%B0%20071%20DERECHOS%20DE%20LA%20MADRE%20TIERRA.pdf. Acceso 
en: 23 de marzo de 2026. 
4 Véanse a este propósito: CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia  T-622/16. Disponible 
en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-622-16.htm. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 
5 FERRARA, Francesco. Teoria delle persone giuridiche. Napoli: Eugenio Marghieri / Torino: Unione 
Tipografico-Editrice Torinese, 1915, p. 936: “maschera giuridica”. 
6 GALGANO, Francesco. Diritto privato [diciottesima edizione con 7 tavole di diritto comparato a cura di Nadia 
Zorzi Galgano]. Milano: Wolters Kluwer Italia S.r.l. - CEDAM, 2019, p. 88. 
7 GALGANO, Francesco. Diritto privato [diciottesima edizione con 7 tavole di diritto comparato a cura di Nadia 
Zorzi Galgano]. Milano: Wolters Kluwer Italia S.r.l. - CEDAM, 2019, p. 89: “si dice che “persona giuridica” è 
una immagine del parlare figurato, giustificata dal fatto che le norme regolatrici delle organizzazioni collettive 
danno luogo a situazioni analoghe (ma soltanto analoghe, non identiche) a quelle che si verificano per il sorgere 
di un soggetto di diritto”.  

https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/private/asambleanacional/filesasambleanacionalnameuid-20/transparencia-2015/literal-a/a2/Const-Enmienda-2015.pdf
https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/private/asambleanacional/filesasambleanacionalnameuid-20/transparencia-2015/literal-a/a2/Const-Enmienda-2015.pdf
https://www.minedu.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=1525:constitucion-politica-del-estado&catid=233&Itemid=933
https://www.minedu.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=1525:constitucion-politica-del-estado&catid=233&Itemid=933
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-622-16.htm
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Sin embargo, el reconocimiento del Mar Menor como sujeto de derechos y la 

construcción del esquema de representación están también influenciados por el sistema 

neozelandés8, que reconoce al río Whanganui como persona jurídica9. 

El esquema describe las etapas fundamentales de los sistemas de protección 

ambiental que afirman los derechos de la naturaleza y sus entidades, consistentes en el 

reconocimiento de la naturaleza o sus entidades como sujeto o persona, la atribución de 

derechos y la encomienda del cuidado de los intereses y la legitimidad para exigir el respeto 

de dichos derechos a los seres humanos. Los derechos del Mar Menor y su cuenca están 

siendo reconocidos en España mediante una iniciativa legislativa popular. Además, conviene 

prestar atención a la sentencia STC 142/2024 del Tribunal Constitucional español. 

Como en cualquier trasplante, donde es fundamental asegurar que no haya rechazo, 

es importante que la inclusión de los derechos del Mar Menor y su cuenca haya superado la 

evaluación del Tribunal Constitucional español sobre la compatibilidad de la ley con la 

Constitución y, por lo tanto, sobre la integridad del sistema tras su inclusión. Si 

metafóricamente la ley que reconoce la laguna del Mar Menor y su cuenca como sujeto de 

derechos y la atribución de derechos a la existencia y a la restauración constituye el acto de 

importar el modelo andino, la sentencia del Tribunal Constitucional español representa el 

verdadero proceso de despacho de aduanas. 

Este es un fenómeno que merece especial atención porque puede abrir las puertas a 

la temporada europea de los derechos de la naturaleza y sus entidades. La experiencia 

española, junto con la difusión del modelo andino en diferentes países, nos permite 

comprender la importancia del modelo andino, no solo como un modelo que funciona a 

nivel local, sino también como uno capaz de asumir el papel de un modelo global que puede 

ayudar a renovar la legislación ambiental en cada país. En particular, es necesario observar 

concretamente si el modelo andino se extenderá también a otros lugares de Europa. Esto 

podría ocurrir mediante la propuesta de otras iniciativas legislativa popular, que reconozcan 

los derechos de la naturaleza o de sus entidades, y/o mediante las reflexiones de los 

legisladores, que vean en el cambio de paradigma la posibilidad de establecer una protección 

 
8 Véanse a este propósito: VICENTE GIMÉNEZ, Teresa; SALAZAR ORTUÑO, Eduardo. “La iniciativa 
legislativa popular para el reconocimiento de personalidad jurídica y derechos propios al Mar Menor y su 
cuenca”, in: Revista Catalana de Dret Ambiental, v. 13, n. 1, 2022, p. 29. Disponible en: 
https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/article/view/3312/3528. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 
9 Véanse a este propósito: NEW ZEALAND. Te Awa Tupua (Whanganui River Claims Settlement) Act 2017, Part 
2, Subpart 2. Disponible en: https://www.legislation.govt.nz/act/public/2017/7/en/latest/#DLM6830851. 
Acceso en: 23 de marzo de 2026. 

https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/article/view/3312/3528
https://www.legislation.govt.nz/act/public/2017/7/en/latest/#DLM6830851
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eficaz de la naturaleza o de sus entidades, mediante la promulgación específica de leyes que 

atribuyan derechos a sujetos no humanos. 

En la experiencia andina, la antropomorfización jurídica10 de la naturaleza se produce 

a través del proceso conocido como etnodesarrollo jurídico11, donde la actividad y 

movilización de los pueblos indígenas ha introducido los valores de la cultura y la tradición 

en los debates políticos y jurídicos, hasta tal punto de que se han convertido en la fuerza 

motriz que ha llevado a la sofisticada evolución jurídica, la cual ha estado acompañada por el 

abandono del antropocentrismo jurídico, la extensión de la categoría de sujetos a la naturaleza 

y la atribución de nuevos derechos, cuya titularidad pertenece a la naturaleza. 

De cara al futuro, podemos plantearnos algunas preguntas adicionales, observando 

el etnodesarrollo jurídico y los efectos que puede producir, como lo demuestra el modelo 

andino en materia ambiental. ¿Podría el etnodesarrollo jurídico tener efectos similares en 

otros ámbitos y contextos? Es decir, ¿podríamos preguntarnos si el etnodesarrollo jurídico 

podría conducir a una evolución jurídica en otros sectores y ámbitos, orientando al mundo 

jurídico hacia nuevas perspectivas y logrando un éxito global similar? 

Actualmente no es posible responder a estas preguntas, ya que el problema parece 

estar estrechamente ligado al futuro y, en particular, la solución a estas cuestiones vendrá de 

observar qué pasará cuando crezca la conciencia del poder que los valores culturales y las 

tradiciones de todos los pueblos pueden ejercer sobre las reflexiones políticas y jurídicas. 

 

2. LA LAGUNA DEL MAR MENOR Y SU CUENCA COMO SUJETO 

Y SUS DERECHOS 

Después de una importante movilización popular que condujo a la formulación de 

una iniciativa legislativa popular, las Cortes Generales españolas aprobaron la Ley 19/2022, 

de 30 de septiembre, que reconoce la personalidad jurídica de la laguna del Mar Menor y su 

cuenca. 

Analizando la Ley 19/2022, de 30 de septiembre, emerge el esquema clásico de los 

derechos de la naturaleza y sus entidades: el reconocimiento de la naturaleza o de sus 

entidades como sujetos de derechos o personas jurídicas, la atribución de derechos y la 

 
10 Véase con respecto a la antropomorfización jurídica: PERRA, Livio. “L’antropomorfizzazione giuridica”, in: 
Diritto & Questioni Pubbliche, v. 20, n. 2 [Earth Jurisprudence: New Paths Ahead], 2020, p. 47-70. Disponible en: 
https://www.dirittoequestionipubbliche.org/page/2020_n20-2/index.htm. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 
11 Véase con respecto al etnodesarrollo jurídico: PERRA, Livio. “Etnodesarrollo jurídico y protección del medio 
ambiente”, in: Veredas do Direito: Direito Ambiental e Desenvolvimento Sustentável, v. 16, n. 34, 2019, p. 67-90. 
Disponible en: https://revista.domhelder.edu.br/index.php/veredas/article/view/1385. Acceso en: 23 de 
marzo de 2026. 

https://www.dirittoequestionipubbliche.org/page/2020_n20-2/index.htm
https://revista.domhelder.edu.br/index.php/veredas/article/view/1385
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designación del ser humano como aquel que debe actuar para exigir el respeto de estos 

derechos y, en términos más generales, para proteger los intereses de la naturaleza o de las 

entidades naturales. 

Específicamente, el artículo 1 “declara la personalidad jurídica de la laguna del Mar 

Menor y de su cuenca” e le “reconoce como sujeto de derechos”. Además, este artículo 

identifica el alcance de la expresión “la laguna del Mar Menor y de su cuenca” a los efectos 

de la ley, especificando la extensión geográfica y el contenido de la misma. 

El primer párrafo del artículo 2 establece los derechos del Mar Menor y su cuenca. 

Estos son: “los derechos a la protección, conservación, mantenimiento y, en su caso, 

restauración, a cargo de los gobiernos y los habitantes ribereños. Se le reconoce también el 

derecho a existir como ecosistema y a evolucionar naturalmente, que incluirá todas las 

características naturales del agua, las comunidades de organismos, el suelo y los subsistemas 

terrestres y acuáticos que forman parte de la laguna del Mar Menor y su cuenca”. 

El segundo párrafo del artículo 2 explica el contenido de los derechos del Mar Menor 

y su cuenca.  

El artículo 3 trata de la representación y gestión de la laguna del Mar Menor y de su 

cuenca. En concreto, se encomiendan estas tareas a tres entidades: “un Comité de 

Representantes, compuesto por representantes de las Administraciones Públicas que 

intervienen en este ámbito y de la ciudadanía de los municipios ribereños”; “una Comisión 

de Seguimiento (los guardianes o guardianas de la Laguna del Mar Menor)” y “un Comité 

Científico, del que formará parte una comisión independiente de científicos y expertos, las 

universidades y los centros de investigación”. Dichos tres órganos (Comité de 

Representantes, Comisión de Seguimiento y Comité Científico) “formarán la Tutoría del Mar 

Menor”. 

Además, es necesario observar el artículo 6, que trata de la legitimación para actuar 

en defensa del ecosistema del Mar Menor y establece que dicha legitimación recae en 

“cualquier persona física o jurídica”. 

 

3. EL CONTEXTO Y EL MARCO DE LOS DERECHOS DE LA 

NATURALEZA Y SUS ENTIDADES 

Ahora es necesario analizar el preámbulo de la Ley 19/2022, de 30 de septiembre. La 

ley nació como respuesta a la crisis de carácter socioambiental, ecológica y humanitaria, que 

afecta al Mar Menor y a quienes viven en sus riberas y para compensar la “insuficiencia del 
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[…] sistema jurídico de protección”. El preámbulo también subraya la importancia del Mar 

Menor para la comunidad. Desempeña un papel fundamental en la “identificación cultural 

de la Región de Murcia”, capaz de generar “un fuerte apego emocional”. La ley tiene como 

objetivo, expresado en su preámbulo, el de “dar un salto cualitativo y adoptar un nuevo 

modelo jurídico-político, en línea con la vanguardia jurídica internacional y el movimiento 

global de reconocimiento de los derechos de la naturaleza”. 

Es precisamente este modelo jurídico el que merece una observación atenta. El 

sistema de derechos del Mar Menor y su cuenca sigue el esquema clásico de los derechos de 

la naturaleza y las entidades naturales. Específicamente, se reconoce, en primer lugar, al Mar 

Menor y su cuenca como sujeto de derechos (artículo 1); en segundo lugar, se le atribuyen 

derechos que se encuadran en dos categorías: derechos a la existencia y derechos a la 

restauración (artículo 2); y en tercer lugar, para la protección de los intereses del Mar Menor 

y su cuenca, existen tres órganos (Comité de Representantes, Comisión de Seguimiento y 

Comité Científico) que conforman “la Tutoría del Mar Menor” (artículo 3). También existe 

una legitimación muy amplia, como la que otorga la Constitución de Ecuador12. En particular, 

“cualquier persona física o jurídica está legitimada para la defensa del ecosistema del Mar 

Menor, puede hacer valer los derechos y las prohibiciones de esta ley y las disposiciones que 

la desarrollen a través de una acción presentada en el Tribunal correspondiente o 

Administración Pública” (artículo 6). Finalmente, cabe destacar que el Real Decreto 90/2025, 

de 11 de febrero, “regula el régimen de constitución, composición y funcionamiento de los 

órganos de representación y gobernanza de la laguna del Mar Menor y su cuenca”. 

El preámbulo de la misma ley establece la intención de avanzar hacia un nuevo 

sistema de protección ambiental, con el fin de alcanzar una mayor protección en 

comparación con la que anteriormente proporcionaba el enfoque antropocéntrico del 

derecho. La protección de las entidades naturales se convierte en una que reconoce un sujeto 

autónomo y no un reflejo del ser humano, es decir, define a las entidades naturales como 

sujetos de derechos. En concreto, al examinar la categoría de derechos del Mar Menor, 

surgen dos tipos de derechos: derechos a la existencia y derechos a la restauración. Estos 

derechos son autónomos, se trata de derechos ecológicos. Para definirlos, debemos 

remitirnos a la distinción que hace Alberto Acosta, quien identifica la categoría de derechos 

ambientales como aquella compuesta por los derechos de los seres humanos hacia el medio 

 
12 Véanse a este propósito: ECUADOR. Constitución de la República del Ecuador. Disponible en: 
https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/private/asambleanacional/filesasambleanacionalna
meuid-20/transparencia-2015/literal-a/a2/Const-Enmienda-2015.pdf. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 

https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/private/asambleanacional/filesasambleanacionalnameuid-20/transparencia-2015/literal-a/a2/Const-Enmienda-2015.pdf
https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/private/asambleanacional/filesasambleanacionalnameuid-20/transparencia-2015/literal-a/a2/Const-Enmienda-2015.pdf
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ambiente y la categoría de derechos ecológicos para identificar los derechos de la naturaleza, 

que son autónomos e independientes de los intereses humanos13. 

 

4. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 142/2024, 

DE 20 DE NOVIEMBRE DE 2024 

La Ley 19/2022, de 30 de septiembre, tiene el mérito de haber importado el modelo 

de los derechos de la naturaleza y sus entidades al derecho interno español y haberlo 

concretado para proporcionar un sistema sofisticado de protección del Mar Menor y su 

cuenca. 

La teorizada exportabilidad del modelo andino y su trasplante a suelo europeo, objeto 

de análisis más o menos extensos por parte de la doctrina europea14, está experimentando 

hoy una dimensión concreta en España gracias a la formulación y praxis de autores 

españoles15, que han dado una dimensión real a dicho trasplante16. 

El verdadero desafío de trasplantar el modelo andino de protección ambiental al 

territorio europeo, es decir, establecer un sistema de derechos para la protección de la 

naturaleza o de entidades naturales específicas, se superó a través de una evaluación de la 

validez constitucional del sistema. Como ocurre con cualquier trasplante, la incorporación 

del modelo andino al contexto europeo debía superar la posibilidad de rechazo. 

El desafío jurídico se ha desarrollado en dos niveles muy específicos: la introducción 

del nuevo paradigma en el derecho interno, que supera el antropocentrismo jurídico, y la 

sostenibilidad del sistema tras dicha introducción. Esto confirma que el modelo andino de 

derechos de la naturaleza es una estructura general que puede exportarse a otros países, y no 

una realidad específica o local de los ordenamientos jurídicos andinos. Por lo tanto, ahora es 

necesario observar cómo y sobre qué base el Tribunal Constitucional español ha considerado 

 
13 Véanse a este propósito: ACOSTA, Alberto. Los Derechos de la Naturaleza. Una lectura sobre el derecho a 
la existencia. In: ACOSTA, Alberto; MARTÍNEZ, Esperanza (Orgs.). La  naturaleza  con derechos. De la filosofía a 
la política. Quito: Abya-Yala, 2011, p. 354-355. 
14 Véase, por ejemplo, a este respecto: PERRA, Livio. “La natura: sujeto de derechos?”, in: Jus civile, n. 6, 2017, 
p. 627-645. Disponible en: http://www.juscivile.it/Article/Archive/index_html?idi=-1&idu=-
1&idn=24&ida=149. Acceso en: 23 de marzo de 2026; PERRA, Livio. “Naturaleza y Constitución”, in: Revista 
Brasileira de Políticas Públicas, v. 7, n. 1, 2017, p. 192-206. Disponible en: 
https://www.publicacoesacademicas.uniceub.br/RBPP/article/view/4593. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 
15 Véanse a este propósito: VICENTE GIMÉNEZ, Teresa. “De la justicia climática a la justicia ecológica: los 
derechos de la Naturaleza”, in: Revista Catalana de Dret Ambiental, v. 11, n. 2, 2020, p. 1 - 42. Disponible en: 
https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/article/view/3312/3528. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 
16 Véanse a este propósito: VICENTE GIMÉNEZ, Teresa; SALAZAR ORTUÑO, Eduardo. “La iniciativa 
legislativa popular para el reconocimiento de personalidad jurídica y derechos propios al Mar Menor y su 
cuenca”, in: Revista Catalana de Dret Ambiental, v. 13, n. 1, 2022, p. 1-38. Disponible en: 
https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/article/view/3312/3528. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 

https://www.publicacoesacademicas.uniceub.br/RBPP/article/view/4593
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compatible el sistema de protección del Mar Menor y su cuenca fundado en los derechos del 

nuevo sujeto de derechos reconocido.  

En 2022, se llamó la atención del Tribunal Constitucional español sobre la cuestión 

de la compatibilidad constitucional de la Ley 19/2022, de 30 de septiembre. El recurso ante 

el Tribunal Constitucional español se interpuso basándose en cuatro motivos. El primero se 

refiere a la “inconstitucionalidad del conjunto de la Ley y en particular de su art. 7 y su 

disposición final segunda por vulneración de los arts. 148.1.9 y 149.1.23 CE, al infringir el 

sistema constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las comunidades 

autónomas”17. El segundo se basa en la “inconstitucionalidad de los arts. 1, 2 y 6 de la Ley 

19/2022 por vulneración de los arts. 10.1, 24.1 y 45 CE”18. El tercer se refiere a la 

“inconstitucionalidad del art. 2 y la disposición derogatoria única de la Ley 19/2022 por 

vulneración del art. 9.3 CE”19. El cuarto se basa en la “inconstitucionalidad de los arts. 4 y 5 

de la Ley 19/2022 por vulneración de los arts. 9.3, 25.1 y 81.1 CE, al infringir la seguridad 

jurídica y los principios de legalidad sancionadora, tipicididad y taxatividad”20. 

El Tribunal Constitucional analiza en primer lugar la cuestión del presunto conflicto 

de competencias. El primer motivo alega una injerencia de la legislación estatal sobre el Mar 

Menor en las competencias de la Comunidad Autónoma de Murcia. La cuestión gira en torno 

a la distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, es decir, al 

conflicto de competencias. La Constitución Española de 1978 establece las competencias de 

las Comunidades Autónomas en materia de gestión de la protección del medio ambiente 

(artículo 148.1.9.ª CE) y la competencia exclusiva del Estado para dictar la legislación básica 

sobre protección del medio ambiente, montes y aprovechamientos forestales (artículo 

149.1.23.ª CE). El Tribunal afirma que el reconocimiento de personalidad jurídica de un 

ecosistema no es una disposición administrativa específica (competencia de la Comunidad 

Autónoma), sino una norma básica de protección ambiental. Por consiguiente, el Estado 

 
17 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, I., 2., a). 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
18 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, I., 2., b). 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
19 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, I., 2., c). 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
20 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, I., 2., d). 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
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tiene potestad para establecer un nivel mínimo de protección uniforme en todo el territorio 

nacional, incluso cuando la ley afecte a un territorio geográficamente delimitado21. 

Con el segundo motivo, los recurrentes se quejan de que el reconocimiento de la 

“personalidad jurídica a una entidad natural (art. 1) y atribuirle derechos (art. 2), que se 

confían a una acción popular (art. 6), es insólito y desnaturaliza el concepto de “persona”, 

siendo absolutamente innecesaria a los efectos de obtener la debida protección ambiental”22. 

Según este razonamiento, no es apropiada una antropomorfización jurídica y los derechos 

subjetivos están intrínsecamente ligados a la “libertad, dignidad, conciencia, voluntad y 

responsabilidad”23. Además, de la interpretación del Código Civil, los recurrentes excluyen 

una asimilación del Mar Menor a una persona física, ya que “sólo el ser humano puede tener 

dignidad (art. 10.1 CE) […] puede ejercer y defender sus derechos (art. 24.1 CE)”24 y que “la 

laguna no puede tener derechos propios, tampoco puede ser la verdadera parte procesal”25.  

El Tribunal subraya que preferir un enfoque ecocéntrico a la visión antropocéntrica 

clásica no entra en conflicto con el artículo 45 CE. El legislador tiene la posibilidad de elegir 

el instrumento con el que proteger el medio ambiente, y esta elección no puede ser revisada 

por el Tribunal Constitucional, cuya tarea es eliminar las normas inconstitucionales. 

El Tribunal Constitucional rechaza el argumento de que otorgar derechos a la 

naturaleza disminuye a los seres humanos, argumentando que la dignidad humana no se 

degrada, sino que se fortalece cuando los individuos viven en un entorno saludable. Además, 

el Tribunal Constitucional afirma que la laguna puede ser parte en los procedimientos, porque 

la Constitución no limita la protección judicial a los seres humanos, y adquiere esta capacidad 

procesal a través de su reconocimiento como sujeto. El artículo 6 de la Ley 19/2022, de 30 

de septiembre, es “poder general universal, conferido ex lege”26. 

 
21 Véanse a este propósito: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de 
noviembre de 2024, II., 4. Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso 
en: 23 de marzo de 2026. 
22 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, II., 5. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
23 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, II., 5. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
24 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, II., 5. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
25 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, II., 5. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
26 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, II., 5. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
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El tercer motivo invocado por los recurrentes señala que la disposición derogatoria 

única della Ley 19/2022, de 30 de septiembre, mediante las cuales se “derogan todas las 

disposiciones contrarias a las disposiciones recogidas en la ley” es contraria al principio de 

seguridad jurídica, ya que no proporciona una lista detallada de las disposiciones derogadas 

y podría crear una situación de incertidumbre para los ciudadanos y las empresas. El Tribunal 

Constitucional afirma que la cuestión planteada por la cláusula derogatoria genérica debe 

resolverse en la fase de interpretación27. 

En cuanto al cuarto motivo, es decir, la vaguedad de los artículos 4 y 5 de la Ley 

19/2022, de 30 de septiembre, el Tribunal Constitucional especifica que el artículo 4 no prevé 

“tipificando infracciones, delitos, sanciones o penas”28, sino que se refiere a disposiciones 

penales, civiles, ambientales y administrativas, y que el artículo 5 de la misma ley sigue el 

marco de la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 

que prevé la invalidez de los actos realizados en violación de las disposiciones del 

ordenamiento jurídico y remite el control de dicha invalidez a la vía administrativa o judicial29. 

Con estos argumentos, el Tribunal Constitucional “ha decidido desestimar 

íntegramente el recurso de inconstitucionalidad”30. 

 

5. POSIBLES ESCENARIOS FUTUROS 

El modelo andino de protección ambiental que afirma los derechos de la naturaleza 

y sus entidades (Ecuador, Bolivia y Colombia) es el ejemplo clásico del fenómeno del 

etnodesarrollo jurídico31, donde los valores culturales y las tradiciones de los pueblos 

indígenas han ingresado en los debates políticos y jurídicos, dando nueva vida al mundo 

jurídico que necesitaba de nuevas soluciones para brindar una protección ambiental eficaz y 

constituye el primer paso pionero hacia un nuevo enfoque del derecho ambiental. El segundo 

 
27 Véanse a este propósito: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de 
noviembre de 2024, II., 6. Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso 
en: 23 de marzo de 2026. 
28 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, II., 7. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
29 Véanse a este propósito: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de 
noviembre de 2024, II., 7. Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso 
en: 23 de marzo de 2026. 
30 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL. Sentencia 142/2024, de 20 de noviembre de 2024, Fallo. 
Disponible en: https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140. Acceso en: 23 de marzo de 
2026. 
31 Véase con respecto al etnodesarrollo jurídico: PERRA, Livio. “Etnodesarrollo jurídico y protección del medio 
ambiente”, in: Veredas do Direito: Direito Ambiental e Desenvolvimento Sustentável, v. 16, n. 34, 2019, p. 67-90. 
Disponible en: https://revista.domhelder.edu.br/index.php/veredas/article/view/1385. Acceso en: 23 de 
marzo de 2026. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2024-27140
https://revista.domhelder.edu.br/index.php/veredas/article/view/1385
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paso es la difusión del modelo en los años siguientes en diversos lugares. El tercer paso es la 

integración del modelo andino en Europa. 

La difusión del modelo andino a lo largo de los años ha demostrado su potencial de 

exportación y trasplante a otros países. Su exitosa implementación en España abre nuevos e 

interesantes escenarios que, sin duda, serán seguidos de cerca por juristas y, en general, por 

académicos europeos. España ha allanado el camino para Europa. Su éxito al superar el 

examen del Tribunal Constitucional español ha demostrado que el trasplante del modelo 

andino a Europa es técnicamente factible. 

Los países europeos podrían seguir el ejemplo de España y abrir las puertas a la era 

europea de los derechos de la naturaleza y sus entidades. El modelo andino tiene potencial 

para aplicarse a otros países y ha adquirido una dimensión cada vez más global, trascendiendo 

el ámbito local. 

La diferencia entre la experiencia española y la de otros países (como Ecuador, 

Bolivia y Colombia) radica en la génesis de estos sistemas. En la experiencia española, todo 

comienza con una iniciativa legislativa popular, es decir, de abajo arriba, y no a partir de una 

reflexión, aunque influenciada por numerosos debates políticos y jurídicos, por asambleas 

constituyentes, legisladores o jueces. Esto podría abrir la puerta a dos escenarios diferentes 

en Europa: podrían surgir otras iniciativas legislativas populares en este sentido, o los 

legisladores considerarían nuevas perspectivas en la legislación ambiental, que sitúen en el 

centro a la naturaleza y sus entidades. 

Se abre así una nueva serie de preguntas de cara al futuro. Los modelos andinos han 

demostrado lo que el desarrollo jurídico puede lograr en materia ambiental, pero ¿podría este 

fenómeno tener también efectos en otras áreas y contextos? Es decir, ¿podría el 

etnodesarrollo jurídico propiciar la evolución del derecho en otros sectores y asuntos hacia 

nuevas perspectivas y lograr un éxito global similar? 

Para responder a estas dos preguntas, será necesario observar qué sucederá a medida 

que crezca la conciencia sobre la fuerza que los valores culturales y las tradiciones de todos 

los pueblos pueden ejercer sobre las reflexiones políticas y jurídicas. 

 

6. CONCLUSIONES 

En los últimos años, el modelo andino de protección ambiental, que afirma los 

derechos de la naturaleza y sus entidades (Ecuador, Bolivia y Colombia), ha despertado un 

interés internacional particular. El modelo andino se ha difundido considerablemente en 
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varios países a lo largo de los años y recientemente ha llegado a Europa. Este modelo se 

importa a España con la Ley 19/2022, de 30 de septiembre, que reconoce la personalidad 

jurídica a la laguna del Mar Menor y su cuenca. Esta ley otorga al Mar Menor y a su cuenca 

derechos a la existencia y a la restauración. El ejemplo neozelandés del río Whanganui como 

persona jurídica ha servido también de inspiración para construir el esquema de 

representación del Mar Menory 32. Un análisis más detallado de su marco legal revela cómo 

abarca las etapas fundamentales de los sistemas de protección ambiental que otorgan 

derechos a la naturaleza. Dicho marco consiste en reconocer a la naturaleza o a sus entidades 

como sujetos o personas, atribuirles derechos, confiar a los seres humanos la responsabilidad 

de proteger sus intereses y la legitimidad para exigir el respeto de estos derechos. Los 

derechos del Mar Menor y su cuenca llegan a España mediante una iniciativa legislativa 

popular. También conviene tener en cuenta la sentencia STC 142/2024 del Tribunal 

Constitucional español. 

El trasplante de los derechos de la laguna del Mar Menor y su cuenca superó la 

evaluación de la validez constitucional por el Tribunal Constitucional españolo y superar esta 

evaluación constituye la verificación de que no ha habido rechazo. En términos puramente 

metafóricos, puede considerarse que la ley que reconoce la laguna del Mar Menor y su cuenca 

como sujeto de derechos y afirma los derechos a la existencia y a la restauración es el acto de 

importar el modelo andino, y que la sentencia del Tribunal Constitucional españolo es el 

proceso de despacho de aduanas. 

La importancia de la experiencia española radica en que esta introducción pionera 

puede allanar el camino hacia una era europea de los derechos de la naturaleza y sus entidades. 

El camino trazado por España y la difusión del modelo andino en diversos ordenamientos 

jurídicos transforman dicho modelo de local a global, aplicable a la evolución de la protección 

ambiental en todos los países. Sin duda, será interesante observar si el modelo andino se 

difunde con mayor amplitud en Europa. Respecto a cómo podría producirse esta difusión, 

se abren dos vías: la propuesta de otras iniciativas legislativas populares, que reconozcan los 

derechos de la naturaleza o de sus entidades, y/o las reflexiones de los legisladores, que vean 

la posibilidad de establecer una protección eficaz de la naturaleza o de sus entidades, 

mediante la promulgación específica de leyes que atribuyan derechos a sujetos no humanos. 

 
32 Véanse a este propósito: VICENTE GIMÉNEZ, Teresa; SALAZAR ORTUÑO, Eduardo. “La iniciativa 
legislativa popular para el reconocimiento de personalidad jurídica y derechos propios al Mar Menor y su 
cuenca”, in: Revista Catalana de Dret Ambiental, v. 13, n. 1, 2022, p. 1-38. Disponible en: 
https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/article/view/3312/3528. Acceso en: 23 de marzo de 2026. 

https://revistes.urv.cat/index.php/rcda/article/view/3312/3528
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La antropomorfización jurídica33 de la naturaleza ingressa en los sistemas de 

protección ambiental andinos mediante un proceso denominado etnodesarrollo jurídico34. 

Específicamente, los movimientos indígenas han llevado los valores culturales y la tradición 

a las reflexiones políticas y jurídicas y estos, al convertirse en la esencia de los debates 

políticos y jurídicos, sentaron las bases para la evolución jurídica. Esta evolución considera 

como elementos clave el abandono del antropocentrismo jurídico, la extensión de la categoría 

de sujeto a la naturaleza y la atribución de los derechos. 

Al observar el etnodesarrollo jurídico y sus efectos en la génesis del modelo andino, 

surgen interrogantes sobre su posible evolución futura. ¿Podría el etnodesarrollo jurídico 

desempeñar un papel importante en otros ámbitos y contextos, generando efectos 

significativos? En particular, es natural preguntarse si podrían abrirse las puertas a la 

evolución jurídica en otros sectores y ámbitos. Esta evolución estaría orientada a considerar 

nuevas perspectivas, y queda por ver si podría extenderse a nivel global. 

Las dos preguntas encontrarán respuesta observando el futuro, es decir, prestando 

atención a lo que sucederá cuando madurará la conciencia del poder que los valores culturales 

y la tradición de todos los pueblos pueden ejercer en las reflexiones políticas y jurídicas. 
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